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TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por subsidiariedad, sentencia cuestionada no ha adquirido firmeza 
“(…) no es posible realizar un análisis de fondo del presente asunto, ya que revisado el cumplimiento de los requisitos generales de la tutela, encuentra la Corporación que aquí no se cumple con dos de ellos, el primero es el de la subsidiariedad, pues como ya se anunció en la actualidad se encuentra en trámite la apelación a la sentencia que lo condenó en primera instancia, lo que implica que en su caso la decisión adoptada por el Juzgado accionado no se encuentra en firme y en virtud de ello si el juez de tutela se inmiscuye ahora estaría prejuzgando y de cierta manera condicionando la decisión de la apelación que aún no se resuelve, con lo que se invadiría su órbita de decisión y de autonomía judicial.”
Citas : Corte Constitucional, sentencias T-01 de 1992, SU-961 de 1999, T- 730 de 2003, T-289 y T-068 de 2005, T-867 de 2009, T-103 y T-105 de 2010 y T-177 de 2011.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala frente a la acción de tutela propuesta por el señor UVER JORDÁN MURILLO en contra del JUZGADO SEXTO PENAL DEL CIRCUITO LOCAL por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales. 
ANTECEDENTES
En su escueto escrito dice el señor Murillo que fue condenado como reo ausente (sic) sin que él supiera que en su contra se estaba adelantando un proceso penal, toda vez que si bien es cierto fue capturado y se le llevó a audiencia, en la misma el Juez dijo que no había suficientes pruebas en su contra y por eso le concedió la libertad inmediata. 
A pesar de lo anterior, afirma que después de dos años al señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira le dio por revisar su proceso y le mandó una citación que nunca llegó a sus manos, por eso, al ver que él no se presentó decidió proferir sentencia condenatoria sin tener ningún sustento probatorio en su contra, toda vez que él no fue capturado en flagrancia ya que durante la requisa nunca le encontraron nada, puesto que iba en un bus junto a otras 12 personas más. 
LO QUE SOLICITA
Con base en lo narrado, el señor Uver solicita que se proteja su derecho fundamental al debido proceso y en consecuencia se ordene la revisión del proceso penal seguido en su contra y con ello la suspensión inmediata de la medida de aseguramiento. 
TRAMITE PROCESAL
La presente tutela fue entregada en este Despacho el 15 de marzo de 2016 siendo admitida al día siguiente, fecha en la cual se avocó el conocimiento de la actuación y se ordenó la notificación de la misma a la parte accionada. Posteriormente, y ante la respuesta dada por el Juzgado encartado, se ordenó requerir al Centro de Servicios de los Juzgados Penales de esta ciudad a fin de que remitieran a la Corporación copia de la carpeta de las diligencias de control de garantías, al igual que de los audios de todas las audiencias realizadas dentro del proceso en contra del actor; además se ordenó la vinculación del abogado defensor del accionante. 
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS

Juzgado Sexto Penal del Circuito local, allega respuesta informando que efectivamente ese Despacho adelantó el proceso penal en contra del señor Uver Jordán por el punible de porte ilegal de armas de fuego, siendo condenado el 20 de junio de 2014, decisión que fue oportunamente apelada por el defensor del procesado y la cual en la actualidad aún se encuentra a la espera de ser decidida.
Aunado a ello hace un recuento de las diligencias llevadas a cabo dentro del mencionado proceso penal, incluyendo la audiencia de control de garantías, dejando claro que al señor Murillo se le enviaron notificaciones a la dirección dada por él al momento de dejarlo en libertad, sin embargo no fue posible ubicarlo y lograr su comparecencia al juicio oral a pesar de los constantes esfuerzos del despacho para ello; sin embargo una vez se dio a conocer el sentido del fallo y se libraron las órdenes de captura en su contra, de esa manera se logró su comparecencia a la audiencia de lectura de sentencia la cual se realizó el 20 de junio de 2014.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia:

Esta Sala de Decisión se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Interpretando esta Colegiatura la voluntad del señor Uver Jordán Murillo, se tiene que lo que él pretende por este medio judicial es que se revoque o se suspenda la medida de aseguramiento intramural en la cual se encuentra actualmente, para con ello ordenar que sea dejado en libertad, dadas las supuestas irregularidades presentadas en el proceso penal seguido en su contra. 

3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

Son los jueces quienes se encuentran en la tarea de proteger la aplicación de los derechos fundamentales de los administrados brindando a todos la posibilidad de acudir, sin mayores formalismos, a la protección directa e inmediata de estos cuando estima han sido violentados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, buscando así el cumplimiento de uno de los fines del Estado como es la garantía de la efectividad de los principios, derechos y deberes.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.

La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.

Pretende el accionante que por este medio judicial se disponga y se le ordene dejarlo en libertad ya que considera que el proceso por el cual se encuentra actualmente recluido se dio con violación al debido proceso.

De la tutela contra sentencias judiciales:
Teniendo claro cuando, de manera genérica, procede la acción constitucional, se hace necesario entrar a aclarar cuando ella procede para atacar decisiones judiciales, para ello la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos conocidos como causales de procedibilidad especiales, sin los cuales la tutela contra sentencia judicial deviene en improcedente:
“3.3.2 Las segundas, o especiales, corresponden de manera concreta a los diferentes tipos de vicios o errores de las actuaciones judiciales. Estos defectos fueron inicialmente definidos como vías de hecho que pueden clasificarse como defectos de tipo i) sustantivo o material; ii)  fáctico; iii) orgánico o iv) procedimental. En razón a la evolución jurisprudencial, estas causales fueron reconceptualizadas bajo la noción de causales genéricas de procedibilidad. Así, la regla jurisprudencial se redefinió en los siguientes términos:

 

a. ‘...todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

Con todo, y aún cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho”.
 
Aunque el accionante en su escrito no deja claro por cuál defecto ataca la providencia condenatoria proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, si indica que considera que el mencionado despacho vulneró su derecho fundamental al debido proceso y con ello el de defensa, por cuanto dicha actuación se llevó sin su comparecencia al proceso. 
Partiendo de ello, se establece que la causal especial por la cual se ataca la mencionada decisión es por un defecto procedimental absoluto, el cual es definido por la Corte Constitucional como aquel que se presenta cuando el Juez de la causa ha desconocido totalmente el procedimiento legalmente establecido para solucionar el caso bajo su estudio.

“En el ejercicio de la protección del debido proceso, armonizada con el respeto a la autonomía judicial, la Corte considera que sólo se constituye una vía de hecho por defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228 constitucionales.
 
En este orden de ideas, prima facie, no se configura una vía de hecho cuando el juez lo que hace es cumplir con lo prescrito en la ley.”

Ahora bien, como este derecho al debido proceso consagrado en el artículo 29 constitucional se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una personas, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades. 

La Máxima guardiana constitucional, en sentencia T-105 de 2010 dijo al respecto:

“Entonces, al momento de estudiar la afectación de las garantías mínimas que establece la Constitución o la ley para las actuaciones procesales, se debe valorar si dicha situación atenta de manera grave contra el debido proceso y desconoce la garantía de los derechos e intereses de las personas que intervienen en el mismo, siempre teniendo en cuenta que las nulidades se rigen por una serie de principios como el de taxatividad, trascendencia, instrumentalización de las formas, convalidación, residualidad, acreditación entre otros, que ante la evidencia de la insignificancia de un yerro o frente a la posibilidad de subsanarlo, sin incidir en la etapa procesal siguiente, no se hace necesario rehacerla, teniendo en cuenta que no existe un resultado negativo para los intervinientes en el proceso.

 

Todo ello en procura de preservar la garantía de otros principios y derechos, como la legalidad, la igualdad, la favorabilidad, la presunción de inocencia, el derecho de defensa y derechos de las víctimas, entre otros, a fin de alcanzar un adecuado acceso a la administración de justicia, sustento esencial de una sociedad democrática”
Así, se evidencia una íntima relación del derecho al debido proceso con el derecho de defensa, entendiendo éste como el derecho que tiene toda persona, dentro del ámbito de cualquier actuación judicial o administrativa en su contra, a ser oída, a presentar sus propias razones, a contradecir, presentar pruebas, objetar las de la contra parte y presentar los recursos de ley contra las decisiones que se adopten. Esta garantía se hace aún más evidente el en procedimiento penal, en donde la persona involucrada tiene que estar asistida en todo momento por un abogado, bien sea por uno designado por él o por el que le sea designado por parte de la Defensoría Pública. 
“En el proceso penal, el ejercicio del derecho a la defensa se circunscribe  a las facultades que la ley le reconoce a la parte acusada, las cuales se concretan básicamente en la posibilidad de pedir y aportar pruebas, de controvertir aquellas que han sido allegadas al proceso y de impugnar las decisiones adoptadas en el mismo. Desde ese punto de vista, la debida representación del sindicado dentro de la actuación conlleva el manejo adecuado y oportuno de los instrumentos y recursos procesales previamente estatuidos, lo cual impone la participación y actuación de un letrado, quien por su formación jurídica es considerada la persona idónea para asumir con pericia dicha actividad judicial.
 
En nuestro sistema procesal penal, la garantía sustancial del derecho a la defensa técnica se materializa, o bien con el nombramiento de un abogado por parte del sindicado (defensor de confianza), o bien mediante la asignación de un defensor de oficio nombrado por el Estado, de quienes se exige en todos los casos, en consideración a su habilidad para utilizar con propiedad los medios e instrumentos de defensa previamente instituidos, adelantar una actuación diligente y eficaz, dirigida asegurar no solo el respeto por las garantías del acusado, sino también a que las decisiones proferidas en el curso del proceso se encuentren ajustadas al derecho y a la justicia.”

Sobre la procedencia de la tutela: 

El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. En consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que son causales de improcedencia de la acción de tutela, las siguientes: 

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia de este mecanismo constitucional es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de unos derechos fundamentales, dado que existen casos en donde esos asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria en donde por especialidades pueden resolver con más precisión el conflicto propuesto, primordialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar si le asiste o no razón a la parte demandante; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable.

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales.  Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”
 

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

Sobre la inmediatez: 

El Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, especialmente si se pretende dar protección inmediata ante la vulneración o amenaza de los derechos.

Sin embargo, la jurisprudencia ha precisado que cuando el mecanismo constitucional no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales debe ser interpuesta en un tiempo razonable, contado desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión o desde que la persona sienta amenazados sus derechos. Sobre este asunto ha definido la Corte Constitucional que “la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto.  De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado”
.

De acuerdo a lo anterior, es concluyente que el requisito de la inmediatez se torna esencial para interponer la acción, es decir, que sin éste el mecanismo constitucional no está llamado a prosperar, salvo eventos en los que este requisito no puede ser aplicado en forma tan rigurosa, encontrándose una justificación válida de la tardanza como es, la ocurrencia de un hecho nuevo, ante ello puede ser viable el estudio de fondo del derecho solicitado en protección.

Al respecto debe citarse lo expuesto en la doctrina de la Corte Constitucional así:

“ Cuando el enunciado de la norma jurídica consagra situaciones genéricas y comprende un conjunto indefinido de sujetos, a ella sometidos, por un precepto de mandato o prohibición, que son determinables mediante la aplicación de predicados que la misma fórmula en términos de características abstractas , se dice que se trata de un acto regla o general. Por su propia naturaleza, el acto de este linaje, no crea situaciones jurídicas subjetivas y concretas y por lo mismo, tampoco puede lesionar por si sola derechos de ésta índole que el lo que la Constitución y la ley requieren para que la acción de tutela sea viable…” 

En la sentencia T- 730 de 2003 puntualizó: 

“…  el constituyente asume que la acción de tutela configura un mecanismo urgente de protección y lo regula como tal.  De allí que choque con esa índole establecida por el constituyente, el proceder de quien sólo acude a la acción de tutela varios meses, y aún años, después de acaecida la conducta a la que imputa la vulneración de sus derechos.  Quien así procede, no puede pretender ampararse en un instrumento normativo de trámite sumario y hacerlo con miras a la protección inmediata de una injerencia a sus derechos fundamentales que data de varios años”.
Para el caso concreto de las tutelas contra decisiones judiciales, el análisis acerca de la inmediatez es más riguroso aún, especialmente en aquellos casos en donde se puede ver claramente que el presunto afectado con la providencia judicial tuvo la oportunidad de ejercer su derecho de defensa dentro del proceso y estuvo asesorado de abogados todo el tiempo, inclusive para el ejercicio de la acción constitucional, ello por cuanto se presupone que su o sus representantes judiciales conocen la estructura y las cuestiones debatidas en el proceso, y por ende pueden avizorar sin mayores dificultades alguna vulneración a sus derechos fundamentales, de allí que su reclamación no debe postergarse excesivamente en el tiempo.

Respecto al tema ha dicho la jurisprudencia ha dicho:

“La Corte ha establecido que el juez de tutela, ante una solicitud de amparo contra providencia judicial, debe examinar: (i) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; (ii) si la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) si existe un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los derechos fundamentales del interesado;
 (iv) si el fundamento de la acción de tutela surgió después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.
 

Estos factores, ha dicho la Corte, deben valorarse en cada caso particular, con especial atención a las circunstancias y el contexto que rodean la solicitud de protección constitucional. Esta aproximación casuística
 al principio de inmediatez como requisito de procedibilidad ha llevado, por ejemplo, a que un lapso de seis meses entre la expedición de la providencia atacada y la interposición de la tutela se considere excesivo y por lo tanto inconsistente con el principio de inmediatez, pero, al mismo tiempo y con base en los mismos factores, se haya podido  concluir que un lapso de dos años lo satisface. Todo depende de las circunstancias del caso concreto.  La Corte ha permitido lapsos más extendidos entre la providencia atacada y la interposición de la tutela, por ejemplo, en casos de solicitudes de amparo interpuestas por personas pertenecientes a sectores sociales vulnerables, como las víctimas de desplazamiento forzoso.

(…)

En el caso específico de las tutelas contra providencias judiciales, el requisito de inmediatez adquiere una connotación aún más precisa y exigente, pues el carácter excepcional de esta figura obedece precisamente a la necesidad que existe de conciliar la protección de derechos fundamentales con los principios constitucionales de seguridad jurídica y autonomía judicial, que podrían comprometerse si a la tutela contra providencias judiciales se convierte en práctica generalizada. De ahí que la jurisprudencia de la Corte Constitucional haya sido particularmente reiterativa en considerar que el principio de inmediatez es particularmente importante cuando se trata de examinar la procedencia de tutelas contra providencias judiciales. En la ya citada sentencia C-590 de 2005, se afirmó que “de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.” 

Del caso concreto: 

Retomando lo dicho por el accionante y las respuestas allegadas a este asunto, está claro que efectivamente el señor Uver Jordán fue condenado por el delito de porte ilegal de armas de fuego, que durante todo el proceso estuvo representado por un profesional del derecho, primero por un abogado perteneciente a la Defensoría Pública y posteriormente por uno de confianza a quien le confirió poder posteriormente a su captura. Aunado a lo anterior, la sentencia por medio de la cual se le condenó, fue apelada y en la actualidad se encuentra en espera de ser resuelta.

De acuerdo a todo lo dicho hasta el momento, encuentra la Sala que no es posible realizar un análisis de fondo del presente asunto, ya que revisado el cumplimiento de los requisitos generales de la tutela, encuentra la Corporación que aquí no se cumple con dos de ellos, el primero es el de la subsidiariedad, pues como ya se anunció en la actualidad se encuentra en trámite la apelación a la sentencia que lo condenó en primera instancia, lo que implica que en su caso la decisión adoptada por el Juzgado accionado no se encuentra en firme y en virtud de ello si el juez de tutela se inmiscuye ahora estaría prejuzgando y de cierta manera condicionando la decisión de la apelación que aún no se resuelve, con lo que se invadiría su órbita de decisión y de autonomía judicial. 

Ahora bien, el segundo de los requisitos que no se cumple es el de la inmediatez, téngase en cuenta que la decisión de primera instancia se profirió el 20 de junio de 2014 y la tutela se interpuso el 10 de marzo de 2016, esto es entre la decisión que presuntamente vulnera los derechos del actor y el momento de invocarse la protección para los mismos, se dejaron transcurrir alrededor de 20 meses en los cuales no se vislumbra actividad alguna por parte del señor Uver Jordán para tratar de que sea conjurado el daño que según él se le ha causado a su derecho al debido proceso, situación que desvirtúa por completó el principio en mención. 
En ese orden de ideas, se negará por improcedente la protección reclamada toda vez que como ya se dejó claro en la actualidad la sentencia condenatoria en contra del señor Uver Jordán aún no se encuentra en firme puesto que se encuentra en trámite el recurso de apelación, además de que él, a pesar de estar convencido de la vulneración de su derecho al debido proceso, dejó pasar algo más de 20 meses para acudir al juez de tutela en busca de protección para el mismo.  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE
PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE la tutela de los derechos fundamentales invocados por parte del señor UVER JORDÁN MURILLO en contra del JUZGADO SEXTO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por las razones arriba consignadas. 
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y en caso de no ser objeto de recurso REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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